·····REGISTRO Nº510 S········FOLIO Nº2944

················EXPTE. Nº 138689

················JUZG.CIV.COM.Nº3

En la ciudad de Mar del Plata, a los ·11· días del  mes de  noviembre·······  del  año dos mil diez, habiéndose practicado oportunamente en esta Sala Primera de la Cámara de Apelación Civil y Comercial el sorteo prescripto  por el artículo 263 del Código Procesal Civil y Comercial  de la Provincia, del cual resultó el siguiente orden  de votación: 1º) Dr. RAMIRO ROSALES CUELLO y 2º) Dr. ALFREDO EDUARDO MENDEZ, se reúnen los  Señores  Magistrados  en acuerdo ordinario a los efectos de dictar sentencia en los autos "HERNANDEZ SERGIO ALBERTO C/ MUNICIPALIDAD  DE GENERAL PUEYRREDON S/ ACCION DECLARATIVA".-

········Instruidos los miembros del Tribunal, surgen de autos los siguientes

        A·N·T·E·C·E·D·E·N·T·E·S·:

········A fs. 111/24 dicta sentencia  el  Sr.  Juez  de Primera  Instancia en la que hace lugar a la demanda de prescripción  promovida  por el Sr. Sergio Alberto Hernández contra la Municipalidad del Partido  de  General Pueyrredón; y en su  consecuencia  declara  prescriptos los  períodos  comprendidos  en  el título ejecutivo n° 66.181  y 199.164 desde el 1/1995 al 6/2000. Impone las costas  del  proceso  a  la  demandada  (art.  68   del C.P.C.).

········Contra dicho decisorio, a fs. 128 la Dra.  Dora Mariana  Giovanini  deduce recurso de apelación, el que es fundado a través de la expresión de agravios luciente  a fs. 136/47, en el cual la referida letrada es patrocinada por la Dra. Jimena María M. Estévez.

········El primer agravio expuesto por los apelantes se ciñe a la manifestación efectuada por  el  anterior  en cuanto  el  efecto  interruptivo de la prescripción por demanda judicial corre desde que es deducida,  lo  cual conduce  a sostener que es a partir de entonces que comienza a correr nuevamente su curso.

········Entienden que se basó el decisorio en  una  interpretación  contrario  sensu, esto es, que existiendo una  posición  mayoritaria respecto de que la interrupción de la prescripción opera al interponerse la demanda  no siendo necesaria su notificación, habría que interpretar entonces que la mera interposición indica  el comienzo de un nuevo plazo de prescripción.

········Manifiestan que el Código Civil específicamente establece que en el caso  de  decretarse  la  caducidad (deserción)  la  interrupción no se tendrá por operada, procediendo entonces -en caso de haber transcurrido los plazos legales- la prescripción liberatoria de la deuda original.

········Consideran que si la ley nada dice respecto del plazo en el que el acreedor, una vez interpuesta la demanda  e  interrumpido el plazo de prescripción, deberá volver a incoar la acción, la  deuda  está  vigente  no prescripta y el deudor se liberará pagando. 

········Afirma que es el criterio  mayoritario  el  que sustenta  lo  contrario  a  lo resuelto por el "a-quo", tanto doctrinaria como jurisprudencialmente.

········En segundo lugar, se agravian  de  lo  resuelto respecto de la interpretación o encuadre del art.  3998 "in  fine"  del Código Civil para concluir que desde la ocurrencia del acto interruptivo, vuelve  a  correr  el plazo de prescripción liberatoria respecto de la  misma obligación.

········Alegan que la jurisprudencia y doctrina mayoritaria  entienden que interrumpido el plazo de prescripción liberatorio a través de la interposición de la demanda,  no  se  reanudan  los plazos salvo perención de instancia  -y demás casos del art. 3987 del Cód. Civil- por  ende la aplicación del art. 3998 en el caso de marras sería absurda, forzosa e inaplicable.

········En  tercer  lugar, causa gravamen a su parte el último  de  los considerandos desarrollado por el anterior,  específicamente  en el punto III.2).d de la sentencia dictada.

········Consideran  que  existe  cierta  animosidad por parte del Juez al sentenciar. Afirman que se castiga al accionante,  quien en el legal tiempo y forma interpone demanda, intenta el cobro de las tasas o impuestos  que gravan  la  propiedad  en pos de efectuar las obras que benefician a toda la comuna.

········Considera que según surge de la  causa  seguida contra el Sr. Donatiello, han existido actos de impulso que indican la intención de la comuna en el recupero de su crédito.

········De tal forma, se agravian del  fundamento  sancionatorio del último de los  considerandos  por  parte del  Juez  de Grado para fundar la sentencia recurrida, por encontrar el mismo arbitrario, infundado, parcial y contrario  a la doctrina legal de la S.C.B.A así como a la opinión doctrinaria de los  mayores  exponentes  del instituto en estudio.

········En base a ello, los Señores Jueces resolvieron  plantear y votar las siguientes

        C·U·E·S·T·I·O·N·E·S·:

1ª) ¿Es justa la sentencia de fojas 111/24?

2ª) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

········A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR  JUEZ  DOCTOR ROSALES CUELLO DIJO:

········Adelanto que comparto las razones que sustentan el fallo en crisis, ya que el Juzgador ha  logrado  una interpretación armónica de los institutos en juego.

········Del  análisis de este caso en particular, surge de  las constancias de autos y específicamente la causa de  apremio  unida por cuerda (que en este acto tengo a la vista) que a fs. 5 se inicia el reclamo por cobro de $ 1.013,60.- resultantes del título ejecutivo  luciente a fs. 3/4.

········Tal accionar se dedujo  con  fecha  18  de  diciembre  del  año  2000, a lo que proveyó el Juzgado la orden de indicar con precisión los destinatarios de  la acción. 

········A  fs. 10 (cargo del 26/12/06) se amplía la demanda y se solicita la traba de embargo conforme la naturaleza del crédito y lo normado por el Código  Fiscal en sus arts. 13 y 16 (Ley de Apremio, n° 9122/78).

········Según surge de fs. 14, la apremiante indica que el  propietario actual del inmueble objeto de ejecución resulta  ser el Sr. Antonio Donatiello, con C.I.P.F. N° 6.447.888 (cargo del 11/06/07).

········A continuación, y conforme  lo  normado  en  el art.  538  del C.P.C., la Sra. Magistrado interviniente de manera interina tiene por ampliada la demanda, y ordena librar mandamiento de intimación de pago y embargo por $ 2.226,98.- con más la suma de $ 668.-  para  responder eventualmente por intereses y costas (arts.  521 y 529 del C.P.C.). De la causa no  surge  que  se  haya efectivizado sobre el demandado la referida  intimación de pago.

········Por  último, con fecha 09 de noviembre de 2006, se promueve la acción declarativa que nos  ocupa,  tendiente  a  obtener la prescripción de los impuestos correspondientes a los períodos anteriores al año 2001.

········Detallada  brevemente  la  cuestión  fáctica, e ingresando al análisis de los agravios  propuestos  por las  letradas a cargo de la dirección letrada del Municipio accionante,  cabe referir primigeniamente que "la prescripción tiene dos elementos fundamentales: uno es  el transcurso del tiempo, el otro es la inactividad  o  silencio de  los  titulares de la relación jurídica. La interrupción es precisamente la demostración de que dicha inactividad no existe, sino que por  el  contrario  hubo actos que denotan el interés de cualquiera de los  sujetos, ya sea acreedor o deudor, de no abandonar  el  derecho.

········La ley  ha  tenido en cuenta estos fundamentos, por eso  todas las causales de interrupción tienen como base actos  positivos,  comportamiento  inequívocos  de cualquiera de las partes, que demuestran el animus conservandi del derecho, independientemente de su resultado o  eficacia pues lo que interesa más que la forma es la intención de mantener vivo el derecho (Edgardo López Herrera,  Tratado  de la Prescripción Liberatoria, Tomo I, págs. 269/70)".

········Por  otro  lado, debe recordase que demanda, en el sentido técnico del Código Civil, es todo acto deducido judicialmente que evidencia que el acreedor no  ha abandonado su crédito y que su propósito es no  dejarlo perder  (cfr.  Cazeaux-Trigo  Represas, "Derecho de las Obligaciones", t. III, p. 577 y sgts.).

········En tal sentido, destaco que la prescripción requiere la presencia de  dos  elementos  esenciales:  el primero  es  que  transcurra  un determinado período de tiempo, el segundo es que durante ese espacio  temporal el titular del derecho se haya desinteresado,  permaneciendo inactivo, quieto, desidioso.

········El segundo supuesto previsto por el Código como causal de desaparición del efecto  interruptivo  es  la deserción  de la instancia, según las disposiciones del Código de Procedimiento (art. 3987 del Código Civil).

········López Herrera en la obra precitada, indaga  qué es aquello que debe entenderse  por  "deserción  de  la instancia", ya que dicho instituto no  existe  con  tal nombre  en el ordenamiento procesal nacional ni provincial. El  referido  autor señala que "es evidente que a lo que Vélez Sarsfield se refirió no es al desistimiento, por lo que la deserción debe entenderse como  referida a la perención o caducidad de instancia, que no es más  que  un  caso  de  desistimiento  tácito (ob. cit. prev., pág. 339 y ste.)." 

········En otros términos, el Codificador condiciona la interrupción operada por la demanda, a la  actividad  y diligencia del accionante. Si éste no impulsa el proceso, se expone a que se borren los efectos de  la  interrupción por la posible perención de la instancia.

········De  todos  modos,  de  acuerdo con el principio dispositivo, el cese de los efectos queda sujeto al pedido de caducidad de la parte interesada.

········No obstante, se presentan casos, como  el  presente, en el cual el pedido de caducidad resulta ilusorio, porque el actor siquiera se encargó de dar traslado de la demanda y al momento  que  debía  impulsar  el proceso,  había  transcurrido en exceso el plazo que la propia  acción  tenía  como  cómputo  para  operar   la prescripción.

········Frente a esa circunstancia el  accionante  pretende hacer jugar el instituto de la prescripción fuera de las previsiones de la legislación de fondo,  ya  que haría inoperante la aplicación del art. 3987 y con ello provocaría, a su potestad, una pretensión imprescriptible.

········Vale decir, entonces, que el codificador  parte de  la idea de una interrupción operada por la interposición de una "demanda" y secuencia regular de un  proceso.

········Retomando  los  fundamentos  iniciales, destaco que la jurisprudencia no ha quedado ajena a  este  tipo de discusión, indicando el alcance que tuvieran en procesos análogos al presente, aquellas  demandas  en  las que  la  actitud  del acreedor importe un desistimiento por no hacer cumplir el traslado de la demanda.

········Por eso, ante una situación semejante adhiero a la postura que sostiene que "si bien es cierto  que  en el art. 3986 del Cód. Civil se consagra un principio de indudable  amplitud, ello no puede conducirnos a sostener que toda demanda, actividad o  diligencia  judicial importe  interrumpir  el  curso  de la prescripción. Es preciso reparar si la manifestación judicial de  voluntad es real y auténtica o si, por el contrario, se trata simplemente de uno de aquellos supuestos en que sólo aparece dirigida deliberadamente a interrumpir, lisa  y llanamente,  el  término establecido por la ley, ya que esta solución -substancialmente artificial- no ha  sido tenida en cuenta en modo alguno por nuestro código (voto  del  Doctor Alconada Aramburú en autos Empresa Nac. de Transportes c. N. de Chillón, Rosa, CFed. La  Plata, Sala I, julio de 1960, publicado en L.L. 102-213; igual criterio, 1-7-60, J.A. 1960-V-539;  13-2-70  L.L.  140-372; J.A. 11-1971-632)".

········No pasa por alto que nuestro codificador,  analizando  una situación análoga en sus consecuencias, ha expresado  categóricamente:  decidir lo contrario sería dejar  al  acreedor  la  facultad  de  hacer su crédito completamente  imprescriptible  (v. art. 3957 y nota al mismo).

········Coincido con el criterio que sostiene que no es serio  ni  merece protección el comportamiento de quien inicia un juicio que luego abandona. Cuando la  instancia se eterniza, se produce un estado de incertidumbre, que es muy  similar  a  los  que  el  instituto  de  la prescripción procura evitar. Así como  las  situaciones civiles no pueden prolongarse indefinidamente, la cuestión no varía cuando se inicia un proceso judicial: los juicios no pueden mantenerse inactivos más allá  de  lo razonable (López Herrera, ob. cit. prev., pág. 339).

········Recapitulando, en aquellos supuestos en que  no se ha notificado la demanda, y ha transcurrido un plazo más que razonable para hacerlo y el deudor pretende declarar prescripto el crédito, si no se manifiesta interés en el ejercicio de la pretensión cesan los  efectos de interrupción. 

········En un caso como el que nos ocupa, no es posible pretender  que  el  proceso finalice por caducidad. Eso exigiría que el demandado controle todos aquellos posibles procesos que se hubieran iniciado  en  su  contra. Este tiene la facultad de hacerlo, pero está claro  que no es una carga.

········De  tal  modo,  y en base a las consideraciones efectuadas  en párrafos previos, de atenernos a una interpretación literal del Código, mientras no se notifique  la demanda, la interrupción se mantendría sine die y con ello se convertiría a los plazos de  prescripción en potestativos e inexistentes.

········En tal sentido, "la razón de que la demanda perimida no interrumpa es que el acreedor no puede alegar que  le interesa mantener vivo su derecho si deja morir el  proceso que inició para poder cobrar su deuda (Cám. Civ.  y  Com. de Morón, Sala 2°, 6/4/1995, JA 1999-III-síntesis).

········Asimismo, una solución contraria implicaría admitir un ejercicio irregular o disfuncional de un derecho, lo que no es admitido por el propio  Código  Civil (art.  1071  del  Cód.  Civil;  igual criterio, Bueres-Highton, comentario al artículo, pág. 117, pto. 1).

········En consecuencia, y de conformidad a los antecedentes de hecho y de derecho expuestos previamente, entiendo que en este caso en particular no cabe otorgarle efecto interruptivo de la prescripción a la demanda interpuesta en el proceso de apremio unido por cuerda, en tanto  el actor ha abandonado el proceso judicial. Así, es dable confirmar el auto apelado, que hizo lugar a la demanda  de  prescripción  promovida  por  los períodos comprendidos  en  el  título  ejecutivo  n° 61.181 y n° 199.164 desde el 1/1995 al 6/2000. Las costas de Alzada se  imponen  a las apelantes por revestir la calidad de vencidas (art. 68 del C.P.C.).

········VOTO POR LA AFIRMATIVA

········EL  SEÑOR JUEZ DOCTOR MENDEZ VOTO EN IGUAL SENTIDO Y POR LOS MISMOS FUNDAMENTOS.

········A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR  JUEZ  DOCTOR ROSALES CUELLO DIJO:

········Si mi tesitura ha de prosperar,  propongo  confirmar la sentencia apelada, luciente a fs. 111/24,  en cuanto  fuera  materia de agravio. Las costas de Alzada se imponen a las apelantes por revestir la  calidad  de vencidas (art. 68 del C.P.C.).

········ASI LO VOTO

········EL  SEÑOR JUEZ DOCTOR MENDEZ VOTO EN IGUAL SENTIDO Y POR LOS MISMOS FUNDAMENTOS.

········Por ello, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y  sus  fundamentos,  se dicta la siguiente

- - - - S E N T E N C I A - - - - - - - - - - - - - - -

········SE CONFIRMA la sentencia  apelada,  luciente  a fs. 111/24, en cuanto fuera  materia  de  agravio.  Las costas de Alzada se imponen a las apelantes por  revestir  la calidad de vencidas (art. 68 del C.P.C.). NOTIFIQUESE personalmente o por cédula (art. 135 CPCC). DEVUELVASE.-

RAMIRO ROSALES CUELLO

································ALFREDO EDUARDO MENDEZ

············································si-///

///guen las firmas

····················JOSE GUTIERREZ

······················Secretario

